
Todas estas cuestiones, a las que se unen
otras vicisitudes que se plantean actual-
mente en torno al derecho a la protección
de datos, son desarrolladas desde distintas
perspectivas en la obra de los profesores
LUCAS y PIÑAR. La importancia de su estudio
es verdaderamente capital, en primer lu-
gar, porque constituye una completa sínte-
sis del contenido del derecho a la protec-
ción de datos, su significación y el marco
normativo nacional y comunitario, ofre-
ciendo, además, una aproximación a los
rasgos definitorios del modelo americano.
Pero además, y esto resulta esencial, a lo
largo de la exposición se ponen de relieve de
forma clara las distintas implicaciones de
los retos a los que ha de enfrentarse hoy la
garantía del derecho fundamental a la pro-
tección de datos y que van a repercutir, sin
lugar a dudas, en el significado de su con-
tenido esencial. 

Elena CENTENO GONZÁLEZ

Universidad CEU-San Pablo

ORTEGA ÁLVAREZ, Luis; ARROYO JIMÉNEZ,
Luis, y PLAZA MARTÍN, Carmen (Eds.):
Spanish Administrative Law under Euro-
pean Influence, Europa Law Publishing,
Groningen, 2010, 205 págs.

La editorial Europa Law Publishing
inauguró hace poco más de un año su Eu-
ropean Administrative Law Series, una co-
lección dedicada específicamente al estu-
dio del «Derecho administrativo europeo».
Desde que Jürgen SCHWARZE publicara en
el año 1988 su Europäisches Verwaltungs-
recht, esta denominación se utiliza para alu-
dir a dos fenómenos distintos, aunque es-
trechamente relacionados: el desarrollo del
Derecho administrativo propio de la Unión
Europea y la transformación de los Dere-
chos administrativos nacionales de los Es-
tados miembros como consecuencia de su
pertenencia a la Unión. La obra que aquí re-
seño —una de las últimas aparecidas en di-
cha colección— tiene por objeto el estudio
de este segundo fenómeno.

A diferencia de otras obras dedicadas a
la llamada «europeización del Derecho ad-
ministrativo», este libro se centra en la re-
percusión que ha tenido el Derecho de la
Unión Europea —en adelante, Derecho eu-
ropeo— sobre un ordenamiento jurídico
determinado como es el español. En con-
creto, su objetivo primordial es analizar los
cambios experimentados por la parte ge-
neral del Derecho administrativo español.
La obra pretende, por tanto, trascender el
ámbito de lo sectorial y evaluar el impacto
del Derecho europeo sobre las institucio-
nes más básicas de nuestro Derecho. 

El libro reúne un total de seis estudios
realizados por varios profesores de la Uni-
versidad de Castilla-La Mancha y de su Cen-
tro Jean Monnet de Estudios Europeos, in-
cluido el director de este último, Luis
ORTEGA ÁLVAREZ. La mayor parte de los es-
tudios habían sido publicados antes, por
separado, en distintas revistas u obras co-
lectivas. La publicación conjunta de estos
estudios —a los que se ha añadido una in-
troducción y dos estudios inéditos— per-
mite llevar a cabo una lectura distinta de
los mismos y obtener así una visión más
global de la influencia que ha ejercido el
Derecho europeo sobre nuestro ordena-
miento jurídico-administrativo. 

* * *

Cada uno de los trabajos que compo-
nen este libro analiza un aspecto distinto
de nuestro ordenamiento. Conviene acla-
rar desde el principio que la obra no cubre
ni pretende cubrir todas las instituciones
generales de nuestro Derecho: ningún ca-
pítulo se centra, por ejemplo, en la respon-
sabilidad patrimonial de la Administración,
y las referencias al Derecho de la organiza-
ción son escasas, aunque muy interesantes
(págs. 17-20). La obra se centra, sin em-
bargo, en algunas de las más importantes:
el procedimiento administrativo, los dere-
chos fundamentales, el régimen jurídico de
los contratos públicos, la tutela cautelar, el
régimen jurídico de los servicios públicos y
el Derecho administrativo sancionador. La
obra se divide para ello en siete capítulos, el
primero de los cuales (Luis ORTEGA ÁLVA-
REZ y Luis ARROYO JIMÉNEZ) no tiene otro
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propósito que el de presentar los objetivos
de la obra e introducir el resto de trabajos. 

El Capítulo 2 (Luis ORTEGA ÁLVAREZ y
Carmen PLAZA MARTÍN) analiza el impacto
que ha tenido el Derecho europeo sobre la
regulación del procedimiento administra-
tivo en España. El análisis consta funda-
mentalmente de dos partes. La primera par-
te analiza la regulación del procedimiento
administrativo común en la Ley 30/1992 y
en las distintas leyes que la han modificado.
La segunda parte se centra en dos sectores
específicos, en los cuales el Derecho euro-
peo ha llevado a cabo una importante ar-
monización de los procedimientos: el De-
recho de la contratación pública y el
Derecho medioambiental. Los autores sos-
tienen que las innovaciones procesales in-
troducidas por esta vía han tenido una re-
percusión que traspasa los límites de dichos
sectores. 

El Capítulo 3 (Isaac MARTÍN DELGADO)
analiza el impacto que el desarrollo del sis-
tema de derechos fundamentales de la
Unión Europea ha tenido en el Derecho ad-
ministrativo español. Una las principales te-
sis del estudio es que la Carta de los Dere-
chos Fundamentales de la Unión Europea
está siendo invocada por los tribunales de
nuestro país en asuntos que quedan clara-
mente fuera de su ámbito de aplicación. El
derecho a la buena administración, recogi-
do en el artículo 41.1 de la Carta, ofrece un
buen ejemplo a este respecto. A pesar de
que el artículo 41 señala expresamente que
el derecho a la buena administración sólo
vincula a las instituciones comunitarias,
muchos tribunales españoles, incluidos el
Tribunal Supremo y varios Tribunales Su-
periores, han aludido a este derecho en
asuntos en los que sólo estaban implicadas
autoridades administrativas nacionales.

El Capítulo 4 (José A. MORENO MOLINA)
analiza la transformación experimentada
por la legislación española sobre contratos
públicos como consecuencia de las exigen-
cias derivadas del Derecho europeo. El es-
tudio pone de manifiesto que la recepción
del Derecho europeo en esta materia ha su-
puesto una transformación radical de los
presupuestos mismos sobre los que tradi-
cionalmente descansaba nuestra legislación
en materia de contratación pública. La ga-

rantía del principio de no discriminación
se ha convertido así en el principal objeti-
vo de la legislación. 

El Capítulo 5 (Susana DE LA SIERRA) ana-
liza la influencia del Derecho europeo en
la regulación de la tutela cautelar. Éste es el
único capítulo de la obra que no se centra
específicamente en el Derecho español, sino
que lleva a cabo un estudio de Derecho
comparado donde el ordenamiento jurídi-
co español es uno de los muchos que son
objeto de análisis. Sin embargo, las refe-
rencias al Derecho español son constantes,
y el enfoque del estudio permite apreciar
la complejidad y el carácter multidireccio-
nal del proceso de influencia entre el De-
recho europeo y los Derechos administra-
tivos nacionales. 

El Capítulo 6 (Luis ARROYO JIMÉNEZ)
analiza el impacto que ha tenido el Dere-
cho europeo sobre la regulación de los ser-
vicios públicos en España. El estudio iden-
tifica tres focos diferentes de influencia: la
regulación europea de los servicios de inte-
rés económico general, la regulación euro-
pea sobre contratos públicos y la regulación
europea sobre ayudas de Estado. A pesar
de la complejidad del tema, este estudio ex-
plica con meridiana claridad los cambios
experimentados por el concepto de servicio
público y por la regulación de las formas
de provisión y financiación de los servicios
públicos en España. 

El Capítulo 7 (Adán NIETO MARTÍN) ana-
liza el impacto del Derecho europeo sobre
el Derecho administrativo sancionador. La
principal tesis del autor es que la influencia
del Derecho europeo en este terreno es cada
vez mayor, aunque pase desapercibida en la
mayoría de los casos. Este estudio identifi-
ca tres vías de influencia: un proceso de
«influencia informal», mediante el cual se
importan conceptos y técnicas propios del
Derecho europeo; un proceso de «influen-
cia coercitiva», derivado de las exigencias
de los principios de primacía y lealtad; y
un tercer proceso en el que la influencia es
el resultado de la cooperación entre la Ad-
ministración española, la Administración
europea y las Administraciones nacionales
de los demás Estados miembros. 

* * *
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En la literatura sobre el Derecho admi-
nistrativo europeo, el Derecho administra-
tivo español aparece retratado a menudo
como un ejemplo de ordenamiento jurídico
que se ha adaptado sin dificultades a las
exigencias derivadas del Derecho europeo
(p. ej., J. B. AUBY y J. DUTHEIL DE LA ROCHÈ-
RE, Droit Administratif Européen, Bruylant,
Bruselas, 2007, pág. 17). El libro que acabo
de resumir muestra que en algunos casos la
adaptación ha sido, efectivamente, poco
problemática. Así, la ausencia de una refe-
rencia explícita en la Ley 30/1992 a los prin-
cipios europeos puede explicarse por el he-
cho de que la mayoría de ellos estaban ya
reconocidos, de una forma u otra, en la vie-
ja Ley de Procedimiento Administrativo de
1958 (pág. 24). Sin embargo, este libro tam-
bién deja claro que el proceso no ha estado
exento de dificultades, y que muchas de
ellas no han sido superadas todavía. Los
problemas que plantea el encaje del silencio
administrativo como forma de terminación
de los procedimientos de aplicación del
Derecho europeo (págs. 26-30), o las difi-
cultades que aparecen a la hora de deter-
minar el cauce procesal adecuado para pro-
ceder a la recuperación de las ayudas de
Estado ilegales (págs. 30-32), son dos bue-
nas muestras de ello, pero la obra ofrece
otros muchos ejemplos. 

Por otro lado, el enfoque de la obra per-
mite apreciar la complejidad del fenóme-
no de la europeización del Derecho admi-
nistrativo. Al analizar en paralelo distintos
aspectos de un mismo ordenamiento, los
distintos trabajos ponen de manifiesto que
la influencia ejercida por el Derecho euro-
peo sobre el Derecho administrativo espa-
ñol no puede explicarse, únicamente, como
un proceso de adaptación de un ordena-
miento a las exigencias derivadas del otro. 

Son de sobra conocidos los principales
mecanismos de los que se vale el Derecho
europeo para imponerse sobre los Dere-
chos nacionales de los Estados miembros:
el carácter vinculante del Derecho primario
y derivado y los principios de primacía y
efecto directo. No cabe duda de que estos
mecanismos pueden explicar muchos de
los cambios experimentados por nuestro
Derecho. La transformación del régimen
jurídico de los contratos públicos (Capítu-

lo 4) o el de los servicios públicos (Capítu-
lo 6) puede explicarse como un proceso de
adaptación de nuestra legislación a las nor-
mas adoptadas por la Unión Europea. 

Sin embargo, esta obra muestra que en
muchos casos la adaptación del ordena-
miento interno va más allá de lo exigido
por el Derecho europeo. Los distintos es-
tudios ofrecen muchos y muy buenos ejem-
plos de este «proceso de adopción volunta-
ria del Derecho europeo» (J. H. JANS y otros,
Europeanisation of Public Law, Europa Law
Publishing, Groningen, 2007, pág. 8). 

En algunos casos, la adopción volunta-
ria de los parámetros europeos responde
a alguna peculiaridad de nuestro ordena-
miento. Isaac MARTÍN DELGADO recurre a
la cláusula de apertura contenida en el ar-
tículo 10.2 de la Constitución española
para explicar el uso que los tribunales es-
pañoles hacen del derecho a la buena ad-
ministración (pág. 73). En otros, la razón
por la que se adoptan soluciones y con-
ceptos propios del Derecho europeo es sim-
plemente su utilidad. Adán NIETO MARTÍN

sugiere que la recepción por nuestro De-
recho de la definición económica de la em-
presa responde a que este concepto ha per-
mitido reforzar la efectividad de muchos
sectores del ordenamiento (pág. 178). 

En otros casos, la explicación quizá sea
que «a largo plazo, es prácticamente impo-
sible mantener, dentro de un mismo Estado
miembro, dos sistemas diferentes de Dere-
cho administrativo» (J. SCHWARZE, «The
Convergence of the Administrative Laws of
the EU Member States», 1998, 4 E.P.L., pág.
210). La aplicación uniforme del Derecho
europeo en todos los Estados miembros
puede dar lugar a asimetrías dentro de un
mismo ordenamiento. Siempre que se res-
peten los principios de equivalencia y efec-
tividad, esto no es un problema desde la
perspectiva del Derecho europeo, pero pue-
de ser una situación indeseable desde la
perspectiva del Derecho interno. Esto pue-
de explicar, por ejemplo, el proceso de con-
vergencia europea en materia de tutela cau-
telar (Capítulo 5). 

Spanish Administrative Law under Eu-
ropean Influence se convertirá, sin duda, en
una obra de consulta obligada para los es-
tudiosos del Derecho administrativo euro-
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peo que se interesen por los cambios expe-
rimentados por nuestro ordenamiento. Su
publicación en inglés, y en una colección
que está llamada a convertirse en una refe-
rencia en materia de Derecho administra-
tivo europeo, facilitará enormemente su di-
fusión más allá de nuestras fronteras. Es
de esperar que esto no redunde en una me-
nor difusión de la obra en España, porque
contiene algunos de los estudios más rigu-
rosos publicados hasta la fecha sobre este
tema. 

Fernando PASTOR MERCHANTE

Instituto Universitario Europeo

SANTIAGO IGLESIAS, Diana: Las sociedades de
economía mixta como forma de gestión
de los servicios públicos locales, Iustel,
Madrid, 2010, 356 págs.

La presente monografía constituye el
primer fruto de la brillante tesis doctoral
europea defendida por Diana SANTIAGO

IGLESIAS, bajo la dirección del profesor José
Luis CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, quien ha
escrito para esta obra un esclarecedor pró-
logo.

El objeto de este riguroso trabajo de in-
vestigación es el estudio de las sociedades
de economía mixta gestoras de servicios
públicos locales; las cuales, de modo nítido
y preciso, la autora define como «aquellas
sociedades mercantiles en cuya gestión y
capital social participan necesariamente un
Ente local y un ente del sector privado y
que, teniendo por objeto social la realiza-
ción de actividades configuradas o suscep-
tibles de ser configuradas como servicios
públicos locales, erogan de forma efectiva,
al menos, un servicio público de titulari-
dad del Ente local que actúa como socio».

Antes que nada, hay que señalar que
este libro de Diana SANTIAGO IGLESIAS viene
a colmar una importante laguna existente
en los estudios sobre la gestión indirecta
de los servicios públicos, en particular de
los locales. Es notorio que, en este ámbito,
la doctrina se ha centrado fundamental-

mente en el análisis de la concesión, preti-
riendo el examen de las demás fórmulas
gestoras: el concierto, la gestión interesa-
da y las sociedades de economía mixta.

Tal hecho se revela especialmente grave
en el caso de las sociedades de economía
mixta, si se tienen en cuenta dos factores:
por una parte, la constante expansión que
esta forma de gestión de los servicios pú-
blicos ha experimentado en los últimos años
—especialmente en el ámbito local, donde,
además, tiene su origen— y, por otra parte,
los numerosos problemas que se plantean
en relación con la utilización de este ins-
trumento de gestión de servicios públicos.

El creciente interés de los entes locales
por la utilización de estas sociedades se
debe, entre otros motivos, a las importantes
ventajas que presentan frente a las demás
modalidades gestoras, sobre todo en el ac-
tual contexto de crisis económica, ya que
esta fórmula permite a los entes locales,
por un lado, obtener el apoyo financiero
que necesitan para la prestación de los con-
cretos servicios públicos —gracias a las
aportaciones que al capital social realizan
los particulares— y, por otro lado, mantener
un fuerte control sobre la gestión de los
mismos —a través, por ejemplo, del esta-
blecimiento de derechos de veto en rela-
ción con la adopción de los acuerdos deci-
sivos en la vida de la sociedad—. 

Por otra parte, hay que señalar que las
dudas y problemas que se plantean a la
hora de emplear esta fórmula de gestión de
los servicios públicos derivan: de la disper-
sión normativa existente en esta materia y,
en consecuencia, de la dificultad de fijar la
prelación entre las reglas que les resultan de
aplicación; de la obsolescencia de algunas
de las disposiciones en las que se regulan
este tipo de sociedades, como es el caso del
Decreto de 17 de junio de 1955, por el que
se aprueba el Reglamento de Servicios de
las Corporaciones Locales, y de la radical
transformación que recientemente han su-
frido sectores normativos, como por ejem-
plo el de la contratación administrativa,
como consecuencia de la entrada en vigor
de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Con-
tratos del Sector Público.

En el ámbito metodológico se debe des-
tacar que, para llevar a cabo su investiga-
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